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 ACCIONANTE: REINALDO RAMOS TORRES
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

PENSIÓN DE INVALIDEZ POR TUTELA/ Improcedencia al existir controversia sobre la norma aplicable para acceder a la prestación de invalidez, debate propio de la jurisdicción ordinaria, y no concurrir perjuicio irremediable/ Imposibilidad de variar la fecha de estructuración al no ser catalogada la enfermedad como crónica, degenerativa o congénita
“(…) la Sala considera que COLPENSIONES ya hizo un estudio sobre la aplicación de la condición más beneficiosa en favor del actor y halló que el mismo no cumple con los requisitos exigidos en las normas antes transcritas, y en cuanto al cambio de la fecha de estructuración para que sea la del día que se expidió al accionante el dictamen de PCL (…) no puede este Tribunal acceder a tal pretensión, toda vez que la enfermedad del señor Ramos Torres fue catalogada como de origen común, y el médico estableció que no era ni catastrófica ni progresiva (folio 22), de tal manera, que la fecha de estructuración definida 18/02/2001 es la que corresponde a la situación médica real del señor Ramos Torres, momento en que el actor no se encontraba cotizando al sistema de pensiones según se observa en el reporte de semanas cotizadas (…)
(…) la controversia planteada por el apoderado judicial del accionante no es del resorte del juez de tutela, toda vez que a esta instancia le tocaría hacer un análisis profundo sobre la legalidad de la actuación de Colpensiones para concluir que con la negativa de la pensión de invalidez se le han afectado los derechos fundamentales del señor Ramos Torres, siendo ese un juicio para el que tendrá una mejor capacidad de comprensión el juez laboral ordinario, lo que hace improcedente la acción de tutela (…)
(…) si bien el señor Ramos Torres tiene menguada su capacidad laboral, también lo es que no existen elementos materiales probatorios que permitan establecer que la mismo se encuentra en condiciones extremas que ameriten la intervención inmediata del juez constitucional para ordenar a Colpensiones que le reconozca y pague la pensión de invalidez (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-114 de 2000, T-465 de 2007, SU-060 de 2010 y T-043 de 2014.
RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA
SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecisiete (17) de marzo de dos mil dieciséis (2016)
Aprobado por Acta No.241
Hora: 3:50 p.m. 
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado César Augusto Agudelo Salazar apoderado judicial del señor Reinaldo Ramos Torres contra del fallo de tutela emitido el 2 de febrero 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS RELEVANTES
2.1. Informó el abogado Agudelo Salazar que su mandante, señor Reinaldo Ramos Torres viene padeciendo “síndrome de movilidad (parapléjico)”, quien inició el proceso de calificación de pérdida de capacidad laboral ante Colpensiones, siendo calificado el 12 de abril de 2015 por el Departamento de Medicina Laboral de la entidad accionada, el que determinó un 78.85% de pérdida de la capacidad laboral, con fecha de estructuración el 18 de febrero de 2001 y enfermedad de origen común.

El 20 de mayo de 2015 el accionante presentó ante Colpensiones solicitud de pensión por invalidez, la que fue negada mediante la Resolución GNR 287270 del 20 de septiembre de 2015 por no acreditar 26 semanas de cotización dentro del período comprendido entre el 18 de febrero de 2000 y el 18 de febrero de 2001.
Indicó el abogado que pese al cuadro médico que presenta su mandante, este realizó cotizaciones posteriores al 18 de febrero de 2001, situación frente a la cual la Corte Constitucional ha protegido los derechos fundamentales de las personas, ordenando a los fondos de pensiones el reconocimiento de la prestación teniendo en cuenta los períodos cotizados con posterioridad a la fecha de estructuración. 
Igualmente, puso de presente la precaria situación económica que atraviesa el señor Reinaldo Ramos Torres, que a su modo de ver se traduce en un estado de indignidad. 

Dio a conocer que el 6 de octubre de 2015 el señor Ramos Torres presentó un recurso de apelación ante Colpensiones, mediante el cual expuso que en su caso se configuraban los presupuestos aludidos por la Corte Constitucional (Sentencias  T-710 de 2009, T-163 de 2011, T-268 de 2011, T-072 de 2013, T-143 de 2013, T-043 de 2014), para el reconocimiento de la prestación pretendida, razón por la cual solicitó la revocatoria del acto administrativo en comento y se reconociera a su favor la pensión de invalidez. Mediante resolución GNR 73187 del 4 de diciembre de 2015 Colpensiones confirmó el acto administrativo impugnado. 

En el presente caso se está ante una flagrante vulneración de los derechos al mínimo vital y a la dignidad humana del peticionario, quien requiere de especial protección debido a su discapacidad. 
La solicitud de pensión de invalidez debe ser resuelta teniendo en cuenta las 535 semanas de cotización posteriores a la fecha de estructuración reconocida, o en su defecto la fecha de estructuración debe ser la misma en la que se inició el trámite de la definición de pérdida de la capacidad laboral, es decir el 12 de abril de 2015. 

Señaló que la negativa de la prestación reclamada atenta contra los derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social e igualdad, por cuanto la entidad demandada desconoce los precedentes jurisprudenciales que se han aplicado en el caso del accionante.

2.2. Por lo tanto, solicitó: i) tutelar al señor Reinaldo Ramos Torres sus derechos fundamentales a la igualdad, mínimo vital, dignidad humana y seguridad social y dignidad humana vulnerados por Colpensiones al negar el reconocimiento de su pensión de invalidez; ii)  ordenar a Colpensiones reconocer y pagar la pensión por invalidez a favor del señor Reinaldo Ramos Torres considerando las 535 semanas cotizadas con posterioridad del 18 de febrero de 2001 o en su defecto, tomando como fecha de estructuración el 12 de abril de 2015 y iii) ordenar a Colpensiones cumplir el fallo de tutela en los términos del artículo 27 del Decreto  2591 de 1991.
2.3.  Adjuntó como pruebas, copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía a nombre del accionante; ii) comunicación del dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral por parte de Colpensiones; iii) dictamen expedido por el médico laboral de Colpensiones el 12 de abril d 2015; iv) acta de notificación de la Resolución GNR 287270 del 20/09/2015; v) Resolución GNR 287270; vi) formato de solicitud de prestaciones económicas; vii) escrito de sustentación del recurso de apelación suscrito por la abogada Lida Salazar Rivera; viii)  acta de notificación de la Resolución VPB 73187 del 04/12/2015; ix) Resolución VPB 73187 del 04/12/2015; x)  Resolución VPB del 10/11/2015  mediante la cual Colpensiones reconoce a una persona con enfermedad degenerativa la pensión de invalidez y xi) reporte de semanas cotizadas en pensiones por parte del accionante. (Fls. 19-47)

3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA

La Vicepresidente Jurídica y Secretaria General de Colpensiones indicó que la petición de reconocimiento de invalidez por parte del accionante, fue resuelta mediante las resoluciones GNR287270 del 20 de septiembre de 2015 y la VPB 73187 del 4 de diciembre de 2015.

Por lo tanto, consideró que la entidad ha obrado de forma responsable, toda vez que dichos actos administrativos reflejan el debido estudio y las respuestas a cada una de las peticiones del accionante y en tal sentido, no se ha vulnerado derecho fundamental alguno al mismo, quien considera que posee derecho al pago y reconocimiento de la pensión de invalidez, lo que significa que se está frente a un litigio de derechos prestacionales, cuyo competente es el juez ordinario para dirimir dicho conflicto. 

De acuerdo con lo anterior, solicitó que se declare improcedente la acción de tutela en contra de Colpensiones. (Fls. 51 y 52)

4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 2 de febrero de 2016, el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira resolvió denegar la acción de tutela interpuesta por el señor Reinaldo Ramos Torres, toda vez que consideró que Colpensiones había hecho un análisis de la  normatividad aplicable al actor (Fls. 56-64).
El apoderado judicial de la accionante fue notificado el 5 de febrero de 2016  mediante el oficio N.224 del 4 de febrero de 2016 (folio 67).
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia (8 de febrero de 2016), el abogado Agudelo Salazar allegó escrito mediante el cual reiteró respecto a las situaciones como las del señor Ramos Torres, es decir, las que están inválidas que no acreditan el requisito del artículo 1º. De la ley 860 de 2003, pero que continúan cotizando al sistema, la Corte Constitucional tiene una jurisprudencia en el sentido de proteger sus derechos fundamentales y ordenar a las entidades accionadas que reconozcan  a su favor la pensión de invalidez, tal como se indicó en las Sentencias T-699 A de 2007, lo cual se encuentra afianzado en las Sentencia T-710 de 2009, T-268 de 2011, T-072 de 2013, T-143 de 2013 y T-043 de 2014.

Reiteró que su representado atraviesa por una situación muy lamentable, quien además de encontrarse inválido, no goza de salario ni ingreso alguno para su subsistencia, debiendo recurrir a la caridad de amigos y familiares, situaciones que lo hacen sujeto de especial protección.  (Fls. 68-76)

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la accionante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

5.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”
5.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
5.7.1 De las pruebas arrimadas a la presente trámite, se observa que el 12 de abril de 2015 el Departamento de Medicina Laboral de COLPENSIONES determinó la pérdida de capacidad laboral del señor Reinaldo Ramos Torres, de 53 años de edad
,  otorgándole un porcentaje del 76.85% con fecha de estructuración 18 de febrero de 2001, por enfermedad de origen común (Folios 21 y 22).   Al solicitar la pensión de invalidez ante COLPENSIONES, la entidad mediante la Resolución NGR 287270 del 20 de septiembre de 2015 1Por la cual se niega una pensión de invalidez”, proferida por la Gerencia Nacional de Reconocimiento determinó que “verificada la historia laboral del asegurado se observa que para la fecha en que se estructuró la invalidez, valga decir, 18 de febrero de 2001 no se encontraba cotizando, razón por la que debía acreditar 26 semanas en el año anterior a dicha data, situación que no acredita en tanto la última cotización presentada para la época corresponde al 01 de agosto de 1990” , ya que la norma aplicable a la situación del actor era la del artículo 39 de la Ley 100 de 1993, conforme la fecha de estructuración del estado de invalidez, la cual exigía 26 semanas cotizadas al sistema al momento de producirse el estado de invalidez. De otro lado, analizó que en este caso era aplicable la condición más beneficiosa, ya que el siniestro (invalidez), se dio en vigencia de la ley 100 de 1993, y el régimen aplicable, es el anterior acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, el asegurado debía contar con una densidad mínima de 300 semanas antes de 1 de abril de 1994, habiendo constado que el interesado para el 01 de abril de 1994, no reportaba semanas de cotización, razón por la cual no fue posible aplicarle la figura mencionada (Fls.25 y 26).  Dicha decisión fue apelada y confirmada por la Vicepresidente de Beneficios y Prestaciones de COLPENSIONES mediante la resolución VPB 73187 del 4 de diciembre de 2015, en la que reiteró que el actor  no cumple con el tiempo de cotización exigido por el artículo 39 de la ley 100 de 1993, de 26 semanas al momento de producirse el estado de invalidez o sea el 18 de febrero de 2001. Así mismo, con el fin de aplicarle la condición más beneficiosa, se estimó que no reúne los requisitos establecidos en el artículo 39 de la ley 100 de 1993.  Así mismo, analizó la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 confirmado por el Decreto 758 de 1990, ya que para ello debería contar con una densidad de 300 semanas antes del 01 de abril de 1994, lo que no se da en el presente caso, no siendo posible la condición referida (Fls. 38 y 39). 

5.7.2. El derecho a la pensión de invalidez en casos de enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas. Determinación de la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral. Reiteración jurisprudencial según la Sentencia T-043 de 2014:
 
“30. Esta Corte ha reconocido en múltiples pronunciamientos, la condición especial de las personas que sufren enfermedades crónicas degenerativas o congénitas, en relación con su derecho a la pensión de invalidez. En este aspecto la Corte ha precisado que existe un problema en la determinación real o material de la pérdida de capacidad laboral de las personas que sufren este tipo de enfermedades, pues para acceder a tal pensión se exige como requisito esencial que la persona esté calificada con pérdida definitiva y permanente respecto a su capacidad para laborar.
 
31. En relación con la pensión de invalidez la legislación aplicable en cada caso concreto corresponde a la normatividad vigente al instante de estructuración de la invalidez. El régimen legal vigente actualmente para acceder a la pensión de invalidez se encuentra prescrito en el artículo 1° de la Ley 860 de 2003, que modificó el artículo 39 de la Ley 100 de 1993. La norma dispone que tendrá derecho a la pensión de invalidez la persona que sea declarada inválida, por enfermedad o por accidente, y que “haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración.”[6] .
 
32. La disposición citada establece, como supuesto fáctico, que los 3 años anteriores para completar las 50 semanas requeridas, se cuentan a partir de la fecha de estructuración de la invalidez, es decir, el momento a partir del cual la persona ha perdido la capacidad de laborar en tal grado, que le es imposible seguir cotizando al Sistema. La determinación de cuándo se tiene una pérdida de capacidad relevante para efectos pensionales, se establece a través del dictamen médico que realizan las entidades señaladas por la ley como competentes para el tema.[7]
 
33. En el caso de enfermedades o accidentes tanto de origen común o laboral, que conducen a una pérdida de capacidad permanente y definitiva, generalmente la fecha de estructuración de la invalidez coincide con la fecha de la ocurrencia del hecho establecido en los dictámenes de calificación médica. Sin embargo, existen casos en los que la fecha de la pérdida de capacidad es diferente a la fecha de estructuración indicada en el dictamen de calificación de pérdida de capacidad laboral.
 
34. Esta última situación es la que se presenta respecto a las personas con pérdida de capacidad laboral de forma paulatina y progresiva. Frente a estos casos esta Corporación ha evidenciado que las calificaciones de invalidez realizadas por las juntas u organismos competentes para elaborar estas experticias, se determinan generalmente con base en la fecha en la que se presentó el primer síntoma de la enfermedad, o en aquella que señala la historia clínica como de diagnóstico de la enfermedad. Empero, en este tipo de enfermedades dichas calificaciones no corresponden de manera cierta al momento en el que la persona pierde la capacidad laboral de manera permanente y definitiva, tal y como lo exige la normatividad que regula la pensión de invalidez.[8] En consecuencia se genera una desprotección constitucional y legal de las personas con invalidez.[9]
 
35. Así las cosas, esta Corte ha reconocido en múltiples pronunciamientos, la especial protección que requieren las personas que sufren enfermedades crónicas degenerativas o congénitas, respecto de las cuales la imprecisión en la fecha de estructuración de su pérdida de capacidad laboral, afecta su derecho a la pensión de invalidez.[10]
 
36. En estas situaciones, como la enfermedad tiene efectos paulatinos y progresivos, la persona puede seguir con su actividad laboral con relativa normalidad, hasta que por su situación de salud le resulta imposible seguir laborando y en consecuencia continuar cotizando al sistema de seguridad social. De esta manera, la situación de la pérdida de la capacidad laboral se torna fundamental, en tanto la persona adquiere derecho a la pensión de invalidez en razón de su imposibilidad para seguir trabajando y cotizando al sistema, evento en el cual, las Juntas de Calificación de Invalidez, al realizar un estudio técnico crean la ficción de situar el momento a partir del cual se considera que una persona no puede seguir laborando.
 
37. El problema iusfundamental relevante surge cuando el dictamen técnico elaborado por la entidad competente, no corresponde a la situación médica real de la persona. Esta situación se presenta cuando la tarea de experticia técnica que corresponde a las Juntas de Calificación de Invalidez o a las demás entidades que señala la ley, establecen una fecha de estructuración en una etapa de la enfermedad en la que la persona sigue siendo un trabajador productivo y funcional y por tanto sigue aportando al sistema. Tal evento cobija a las personas que sufren enfermedades crónicas, degenerativas o congénitas.[11]  
 
38. Frente a la situación de las personas que sufren enfermedades crónicas, degenerativos o congénitas, la Corte ha venido delineando y ampliando la protección de sus derechos en particular en razón de la falencia que existe para determinar con certeza la pérdida real o material de su capacidad laboral. (…)”
5.7.3. En el caso sub examine la Sala considera que COLPENSIONES ya hizo un estudio sobre la aplicación de la condición más beneficiosa en favor del actor y halló que el mismo no cumple con los requisitos exigidos en las normas antes transcritas, y en cuanto al cambio de la fecha de estructuración para que sea la del día que se expidió al accionante el dictamen de PCL, esto es para el 12/04/2015, no puede este Tribunal acceder a tal pretensión, toda vez que la enfermedad del señor Ramos Torres fue catalogada como de origen común, y el médico estableció que no era ni catastrófica ni progresiva (folio 22), de tal manera, que la fecha de estructuración definida 18/02/2001 es la que corresponde a la situación médica real del señor Ramos Torres, momento en que el actor no se encontraba cotizando al sistema de pensiones según se observa en el reporte de semanas cotizadas (folio 45).  Así las cosas, de acuerdo con la jurisprudencia antes relacionada, el cambio de fecha de estructuración procede cuando la enfermedad del solicitante es crónica, degenerativa o congénita, lo que no sucede en este caso.  Además, no obra dentro de la foliatura prueba alguna que permita inferir que el examen de PCL haya sido objeto de recursos, de tal manera que se puede colegir que el mismo se encuentra en firme.
5.7.4.  De todos modos, la controversia planteada por el apoderado judicial del accionante no es del resorte del juez de tutela, toda vez que a esta instancia le tocaría hacer un análisis profundo sobre la legalidad de la actuación de Colpensiones para concluir que con la negativa de la pensión de invalidez se le han afectado los derechos fundamentales del señor Ramos Torres, siendo ese un juicio para el que tendrá una mejor capacidad de comprensión el juez laboral ordinario, lo que hace improcedente la acción de tutela, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en la Sentencia T-114 de 2000 cuando señaló que: 
“… para que proceda la acción de tutela cuando se alega violación de un derecho fundamental es preciso que esa situación se presente de bulto ante el juez, que sea protuberante. Por lo tanto, no procederá la acción cuando el juez tenga que adentrarse en disquisiciones y pruebas detalladas tendentes a establecer si un hecho constituye una vulneración de un derecho fundamental”.    (Subrayas propias)

5.7.5. Por lo tanto, se insiste que lo reclamado es un derecho de naturaleza prestacional para el que fue concebido un escenario procesal diferente para dirimir esa clase de controversias; por lo tanto, la acción de tutela se torna improcedente excepto que se interponga como mecanismo transitorio con el fin de evitar un perjuicio irremediable, situación que en el caso concreto no se encuentra acreditada, pues si bien el señor Ramos Torres tiene menguada su capacidad laboral, también lo es que no existen elementos materiales probatorios que permitan establecer que la mismo se encuentra en condiciones extremas que ameriten la intervención inmediata del juez constitucional para ordenar a Colpensiones que le reconozca y pague la pensión de invalidez.  Es decir, que ante la falta de acreditación de circunstancias de inminencia, urgencia y necesidad, las garantías reclamadas no son viables por esta vía.  Al respecto, la Corte Constitucional indicó que un daño irreparable se configura cuando bajo las siguientes características: 
“(i) la inminencia del daño, es decir, que se trate de una amenaza que está por suceder prontamente, entendiendo por amenaza no la simple posibilidad de lesión, sino la probabilidad de sufrir un mal irreparable y grave de forma injustificada; (ii) la gravedad, esto es, que el daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona sea de gran intensidad; (iii) la urgencia, que exige por supuesto la adopción de medidas prontas o inmediatas para conjurar la amenaza; y (iv) la impostergabilidad de la tutela, es decir, acreditar la necesidad de recurrir al amparo como mecanismo expedito y necesario para la protección de los derechos fundamentales”
. 

5.7.6. Por lo tanto, se concluye que en atención al principio de subsidiariedad que rige la acción de tutela, el presente trámite no es el mecanismo idóneo para otorgar la pensión de invalidez exigida, ya que los jueces de tutela no pueden abrogarse funciones que se encuentran asignadas a jueces especializados, lo anterior, en atención a lo siguiente: i) existencia de otro medio de defensa como es la jurisdicción ordinaria laboral o contenciosa administrativa para resolver el asunto en cuestión, toda vez que el juez constitucional no cuenta con los suficientes elementos de juicio para resolver la solicitud; ii) tampoco puede admitirse que el amparo constitucional proceda como mecanismo transitorio, pues el demandante no acreditó encontrarse frente a un perjuicio irremediable y iii) en último lugar existe controversia jurídica en relación con los requisitos legales para acceder al derecho pensional reclamado por el señor Reinaldo Ramos Torres.
Por las razones ahora analizadas, la Sala confirmará la decisión tomada por el juez de primera instancia. 
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 2 de febrero de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Pereira dentro de la acción de tutela insaturada por el apoderado judicial del señor Reinaldo Ramos Torres en contra de COLPENSIONES.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Edad según cédula de ciudadanía, folio 19 


�  Sentencia T-465 de 2007
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